
El pacto de reserva de dominio 

1. EL PACTO DE RESERVA 
DE DOMINIO: GENERA­
LIDADES. PACTO DE RE­
SERVA DE DOMINIO Y 
PACTO COMISORIO: 
PROBLEMÁTICA 

El pacto de reserva de dominio es 
una convención de garantía del precio 
en la compraventa. Esta función de ga­
rantía también la desempeñan otros dos 
pactos, nacidos igualmente del convenio 
entre las partes: pacto de reserva de hi­
poteca y pacto comisorio. 

Consiste este pacto (expreso) en es­
tablecer la no transmisión de la propie­
dad objeto de la compraventa, hasta que 
no se realice el pago total del precio 
aplazado. La propiedad no es transmi­
tida al comprador por virtud de la tradi­
ción, sino que queda en poder del ven­
dedor como garantía de la realización 
plena de la obligación fundamental del 
comprador (pago del precio, que al ser 
aplazado, supone el de todas las cuotas 
del mismo). 

En cuanto a su natura.leza, este pac­
to, aunque pueda parecer excepción a 
los principios técnicos de la compra­
venta, no lo es. Respeta el carácter 
conmutati vo y bilateral de este contra­
to. Con el pacto, existen dos obligacio-

nes recíprocas para el vendedor y com­
prador y ambos conocen desde .l a for­
mación del contrato, los beneficios o 
ventajas y sacrific ios que de él e deri­
varán. Estos principios se mantienen en 
el momento de la conclusión del con­
trato (determinación de ambas presta­
ciones por parte de comprador - pago 
del precio total fi jado- y vendedor 
-<:osa a entregar -) o sinalagma genético 
yen el de ejecución del mismo (ejecu­
ción de ambas prestacio nes) o 
sinalagma funcional. 

La STS IJ-VII-83, recoge esto y 
además proclama que el "pactum 
reservati domini " es excepción a la 
simultaneidad en la real ización de las 
dos atribuciones patrimon iales en la 
compraventa; efectivamente, el vende­
dor entrega la cosa pero con reserva de 
su dominio, hasta que el comprador 
cumpla totalmente con el pago de todas 
las cuotas del precio aplazado. 

Este pacto e utili za principalmente 
en compraventa de bienes muebles, re­
gulados por la ley 17-VII-65, que tam­
bién lo contempla; no tanto para las de 
inmuebles. En éstas se uti liza la garan­
tía hipotecari a. Hemos de hacer notar 
la falta de reguiación a este respecto. 

La ley l7-VII-65 regula los contra­
tos relativos a la venta de bienes 
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inmuebles a plazo y otro que tengan 
como fi n el mismo de la venta a plazos; 
también los pacros de reserva de domi­
nio establecidos para los mismos. Ló­
gico es que estos se prevean porque 
siendo ventaja para el comprador la 
posibilidad del pago del precio aplaza­
do, corresponde al vendedor garantía 
para que éste sea tOlal, habiendo entre­
gado previamente la cosa objelo de la 
venta. Señalar que la ley prevé un "Re­
gistro de reservas de dominio y prohi­
biciones de disponer", a cargo de los 
Registros mercanti les. 

Este pacto ha sido admi tido por 
nuestra legislación. Es lícito y así lo 
declara la jurisprudencia. Concreta­
mente, la STS U-VIl-83, recoge las ra­
zones por las que puede considerarse 
como lal: en primer lugar, el compra­
dor se beneficia del pago aplazado del 
precio, siendo mero tenedor de la cosa 
objeto de la compraventa, adquiriendo 
su propiedad con el pago total del pre­
cio (hasta la última cuota); mientras no 
se produzca la entrega del precio apla­
zado al vendedor, éste "se reserva su 
dominio" y en esto consiste la garantía 
que se deriva de este pacto; esto es per­
fec tamente acorde con la moral y con 
el derecho; en segundo lugar, el in­
cumplimiento del pacto da lugar a san­
ciones penales previstas por nuestra 
legislación. Si el pacto es cumplido, es 
decir, se produce la total ejecución de 
la prestación del comprador, quedando 
satisfecho el vendedor, el primero ad­
quiere la propiedad de la cosa y el se­
gund o deja de ser el titular , el 
"Qommus ': ES Le pacLo envuelve una 
condición suspensiva (hecho futuro e 
incierto que los interesados ignoren, del 
que se hace depender el nacimiento de 
una obligación, art. 11 13, 1114 c.c.) no 
referida a la perfección, sino a la con­
sumación de la venta (ya hemos visto 
que este pacto es excepción a la 
simultaneidad de las atribuciones patri­
moniales: se produce el acuerdo de vo­
luntades acerca de cosa y precio del 
contraro, ejecutando el vendedor su 
prestación entregando la cosa, sólo su 
posesión y reservándose el dominio, a 
la espera de la ejecución de la del deu-

dar -entrega TOTAL del precio apla­
zado-). La adquisición del derecho real 
de propiedad sobre la cosa por el com­
prador, dependerá de la realización de 
la condición suspensiva, no referida al 
nacimiento de las obl igaciones mismas 
de la compraventa, sino a la consuma­
ción de ésta y entrega del dominio (pago 
del precio estipulado, aplazado). 

Por la teoría general de las obliga­
ciones, sabemos que la condición 
suspensiva reali zada tiene efectos re­
troactivos, es decir, que se sitúan en el 
momento de realización del acto del que 
surgió la obligación (art. 1120 c.c.). 

En caso de incumplimiento, el com­
prador deberá restituir la cosa al acree­
dor y se plantea la liquidación de la 
gestión posesoria (si han habido mejo­
ras, pérdidas o deterioros de la cosa 
mientas estuvo pendiente condición (art. 
11 22 c.c.). Esto bien entendido que el 
comprador tenía la poses ión de la cosa 
que, por el incumplimiento de su obli­
gación, deberá restituir al vendedor (que 
nunca dejó de ser su propietario) . 

Efecto del incumplimiento será la 
resolución de la compraventa, ya sea 
por condición resolutoria implícita (art. 
1124 C.C.: la compraventa, recordemos, 
es un contrato sinalagmático donde la 
causa de una prestación es la contra­
prestación) o por condición resolutoria 
expresa (art. 1504 para los bienes 
inmuebles). Esta última puede añadirse 
a la compraventa más pacto de reserva 
de dom inio, en virtud de otro pacto 
(comisario). Así pues, entran en juego 
aqu r Jos preceptos relauvos a la re olu­
ción: arto 1124, 150l.l-pago de intere­
ses por el tiempo entre la entrega de la 
cosa y pago del precio, por estipula­
ción establecida por las partes-, arto 
1503 - supuesto en el que no habiendo 
incumplimiento, que si se produjera 
daría lugar a la aplicación del 1124, el 
comportamiento del deudor inspira te­
mor al vendedor de perder cosa y pre­
cio-, ejem.: caer en insolvencia aquél , 
destruir la finca ... , -arto 1504, art. 
1505- caso de resolución establecido 
para bienes muebles, de pleno derecho 
a favor del vendedor como en el 1504, 



pero sin requerimiento por la variabili­
dad del valor de éstos en el mercado. 

Hemos comprobado cómo en una 
misma venta pueden coincidir el pacto 
de reserva de dominio y el comisario. 
Añadidos a este contrato ambos dan lu­
gar a ventas en garantía y los efectos 
ante el incumplimiento de la obligación 
del deudor son la resolución, que tiene 
por regla general el arto 1124 y especial 
para compraventa de inmuebles el arto 
1504. 

José Ángel Martínez Sanchiz hace 
un estudio del pacto comisario del 1504, 
en el que nos hemos basado para ex­
traer detenninadas conclusiones. 

El pacto comisario es aquél por el 
que si no se paga precio en el término 
estipulado, se resuelve la venta. En el 
arto 1504, previo requerimiento en la 
venta de bienes inmuebles; en el art. 
1505, de bienes muebles, no se necesi­
ta ningún requisito. 

Actualmente, se plantea la oportu­
nidad de este pacto. Beltrán de Heredia 
entiende que este requerimiento previo 
exigido por el 1504 ("requerido judi­
cial o por acta notarial") es dilación in­
necesaria. 

En el 1504 se excluye la resolución 
automática (caso del 1124 ) aunque ésta 
se haya pactado, en el 1504. Sin reque­
rinúento, no hay resolución. Posterior­
mente a éste, los tribunales no pueden 
fijar nuevos plazos para que el deman­
dado cumpla su obligación. 

Requisitos para que pueda actuar la 
acción resolutoria del 11 24 y 1504: re­
quisito subjetivo o voluntad delibera­
damente rebelde del comprador y cum­
plimiento del vendedor de sus obliga­
ciones (si no, la otra parte podría inter­
poner la excepción de "non adimpletus 
contractus"). 

El requisito subjetivo, de muy im­
pOltante estudio porque es motivo de 
CASACIÓN, por infracción del 1124, 
puede ser desglosado en dos (Díez 
Picaza): 

- voluntad deliberadamente rebelde 
del deudor (puede no considerarse como 
causa de reso I uci ón cu ando fue res­
puesta a una prórroga tácita o mora 
aecipiendi por parte del vendedor 
-aereedor- o suspensión prevista en el 
arto 1502 e.c_l, o, (alternativamentel, 

- hecho obstativo que de modo ab­
soluto, definitivo o irreformable lo im­
pida, o imposibilidad sobrevenida. 

Es decir, imposibilidad de la presta­
ción dolosa, culposa (del deudor) o fo r­
tuita (que pertenece al ámbito del 1124 l. 
En este punto el autor se pregunta por 
qué se otorga como aJtemativa a una 
voluntad deliberadamente rebelde, un 
caso fortuito. Según algunos, ello se 
debe a que son dos supuestos distintos: 
en el primero se mira a la voluntad y en 
el segundo a la imposibilidad sobreveni­
da. Díez Picaza apunta que no hay con­
tradicción, sino simplemente que el es­
pÚ'itll del 1124 es el de protección al 
perjudicado (él verá frustrado el fin del 
negocio a causa del incumplimiento de 
la otra partel y no da sanción al incum­
plidor. 

Albaladejo, por su parte, contempla 
la existencia de dos supuestos: si hay 
prestación, habrá que probar si eléistió 
voluntad deliberadamente rebeIde para 
aplicar el arto 1124; si no la hay, se apli ­
cará directamente la resolución. El juez 
determinará esto. 

¿Cuáles son las di ferencias entre el 
1124 - 1504 c_c.?: en el primero, el juez 
tiene mayor campo de investigación_ 
Aparte de averiguar la eléistencia o no 
del requisit.o subjetivo, si hayo no 
prestación, además averiguará la exis­
tencia de causas que justifiquen la sus­
pensión de la resolución (como recoge 
el 11 24.3: causas justificativas como la 
prórroga tácita o mora accipiendi del 
acreedor). En el 1124, ante un incum­
plimiento, el juez podrá señalar nuevo 
plazo, si existen causas justificativas 
para ello, no si existe voluntad delibe­
radamente rebelde que haya llevado el 
incumplimiento. 103 
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En el 1504 (para la vema de bienes 
inmu ebles ), aunqu e exis te pacto 
comisario, se podrá pagar hasta que 
ex ista requerimiento, aunque ya haya 
pasado el momento de hacerlo. Hasta 
aquí es más benévolo que el 1124 (que 
exige autorización del juez), pero una 
vez hecho el requerimiento, no es posi­
ble señalar nuevos plazos, ni apreciar 
causas justificativas. 

Con respecto al 11 24, no es correc­
to hablar de "condición resolutoria tá­
cita". Conforme a su origen francés, lo 
que se sobreentendía eran cláusul as 
(hi potecas ... ) de precario referidas al 
vendedor y no la condición resolutoria. 

Por tanto, ambos preceptos atienden 
a las mismas causas impeditivas de la 
reso lución (prórrogas tácitas, mora 
accipiendi, suspensión del 1502: no hay 
incumplimiento del obligado a pagar el 
precio), pero en el 1504 han de apre­
ciarse antes del req uerimiento. 

En tomo al requisito subjetivo -vo­
luntad deliberadamente rebelde- y la 
existencia de estas causas justificativas, 
dentro de la relación entre nonna gene­
ral (art. 11 24) y otra especial (1504), 
han surgido a lo largo del tiempo tres 
líneas jurisprudenciales: 

1.- Aplicación extensiva del 1124 -
norma general- al 1504 -nonna espe­
cial- (se consideran las mismas causas 
impeditivas). En esta linea, se deniega 
la resolución en base a la existencia de 
causas impeditivas de verdadero y pro-

liberadamente rebelde; se produce la 
fusión del verdadero incumplimiento y 
la voluntad deliberadamente rebelde o 
incumplimiento cualificado). 

Así, se señala que en el arto ¡ 504 
ex iste un pacto resolutorio EXPRESO. 
Se entiende como elemento unificador 
del 1504 y 1124 la existencia de verda­
dero y propio incumplimiento como 
causa de resolución. 

Se señalan como causas impeditivas 
de ese verdadero y propio incumpli-

miento: prórroga tácita o aquiescencia 
del vendedor ante un pago posterior a 
la fecha fijada. El mero retraso, no 
siempre supondrá fnlstración del fin 
económico del negocio y por tanto, 
verdadero y propio incumplimiento; 
ofrecimiento del pago por parte del 
deudor, no seguido de consignación (art. 
1176 c.c.) que tiene como efectos, eli­
minar la "mora solvendi" y constituir 
en "mora accipiendi" al acreedor. Así 
se cierra la vía al ]]24. 

2.- Línea diametralmente opuesta a 
la amerior y coincidente en el tiempo: 
en virtud de pacto expreso, "lo especial 
-art. 1504-- prevalece sobre lo general 
-arl. 11 24--". La aplicación del 1504 es 
preferente. 

Diferencia entre ambos es la necesi­
dad de requerimiento del 1504, que 
cierra la fac ultad a los tribunales de 
conceder nuevo plazo (que sí se recoge 
en el 1124.3). 

Esta línea no aprecia la voluntad 
deliberadamente rebelde como causa de 
incumplimiento. 

3.-Parte de la primera línea expuesta 
pero se bifurca en dos: entiende como 
causa de resolución la voluntad delibe­
radamente rebelde y se entiende que el 
1124 es nonna general pero que cede 
su puesto a la especial del l504; otra 
intenta averiguar, sin éxito el VERDA­
DERO sentido del requi ito subjetivo. 
Detenninadas sentencias reconocen que 
su contenido no ha sido fijado, llegán-

día como alternativo, en una sola figu­
ra (hecho obstati vo incluido aqu í) . 
También se entiende dentro de este 
contenido un incumplimiento que su­
ponga el de la prestación principal del 
deudor del pago. 

El autor se queja de la ex istencia de 
un requisi to carente de unidad de con­
tenido y que da vía libre al arbitrio ju­
dicial. Así, en ocasiones pone como al­
ternativa a la voluntad deliberadamen­
te rebelde, una mera pasividad ("por 
acción u omisión desobedezca las téc-



nicas de la compraventa". STS 5-mar­
zo-86), en ocasiones entiende sobreen­
tendida la voluntad deliberadamente 
rebelde en el impago, se considera que 
la carga .de la prueba de este requisito 
subjetivo recae en el comprador. 

Parece que la jurisprudencia tienda 
a la 2.' linea de las anteriormente cita­
das, con una apreciación en casación 
menos literal del requisito subjetivo, 
como causa de incumplimiento y de 
aplicación del 1124, que puede abar­
car: mera inactividad o pasividad del 
deudor, frustración por su conducta del 
fi n económico del contrato, o que con 
ello se obligue al acreedor a acudir a la 
vía judicial, para, por su inactividad, 
obtener el cumplimiento. Esto se apre­
cia en la STS 22-octubre-85, que de­
creta la aplicación del 1504 (por exis­
tencia de requerimiento notarial y no se 
requiere nuevo pl azo -diferencia con 
el 1124.3-), por incumplimiento del 
comprador que actuó con pasividad. 

Parece que se vuelve a la idea de un 
verdadero incumplimiento (sin conno­
taciones dolosas derivadas de una "vo­
luntad deliberadamente rebelde") como 
fundamento de la aplicación del 11 24 y 
1504. 

¿Qué ocurre cuando el requerido se 
opone al requerimiento? La oposición 
de las p'artes deberá salvarse entre los 
tribunales que decretarán la violación 
(Dirección General de los Registros 29-
Xil-1 982). Si no, no habrá forma de 
dar cumplimiento a la resolución con­
tractual (que se refiere a la resolución 
EXTRAJUDICIAL del 11 24 y no pac­
to comisorio expreso del 1504). El re­
querimiento será requisito previo para 
la interposición de la demanda ante los 
tribunales que conocerán de la contro­
versia. 

Es posi ble la aplicación de la reso­
lución unilateral extrajudicial del 1124, 
en el 1504 si no existe pacto resolutorio 
expreso, que recoge así dos supuestos: 
1.- pacto resolutorio expreso y 2.- reso­
lución unilateral (más previo requeri­
miento). Este es nuevo punto de con­
tacto entre el 1124 y el 1504 c.c. 

Esta resolución un ilatera l supone: si 
no hay oposición de l comprador, opera 
la resolución; si hay oposición, se 
SUSPENDE la resolución que surtirá 
sus efectos desde que fue decretada por 
el vendedor si el tribunal que conoce el 
caso, lo estima procedente (entendien­
do que YA existe incumplimiento 
cuando el tribunal conoce el caso). 

La resolución unilateral extrajudicial 
es llevada a cabo por la parte cumpli­
dora de la relación contractual estable­
cida ame el incumplimiento de la otra. 
Ante su oposición se acudirá a los tri ­
bunales que decretarán si es tá bien he­
cha la resolución unilateral. 

¿Qué ocurre si la oposición del 
comprador se produce cuando existe 
pacto resolutorio expreso? An te el 
pacto, no puede prevalecer su oposi­
ción (que interv iene en él) posterior y 
no procede la suspensión de la resolu­
ción ante la intervención de los tribu­
nales. Si no, caeríamos en la prohibi­
ción del arbitrio del 1256 c.c. La opo­
sición del comprador necesita del arb i­
trio judicial pues, para que ésta salga 
adelante, sin caer en el 1256, ha de de­
mostrar que cumplió su obligación y 
que no ha lugar a resolución. En este 
caso, el req uerimiento tiene como re­
sultado que desencadene la EFICACIA 
resolutoria del pacto, que contenía plazo 
de cumplimiento de la obligación del 
comprador que resultó incumplida. Re­
cordemos que el pacto comi sorio es 
garantía del vendedor; que asegura así 
el pago del precio total aplazado. 

En este caso de oposición, interpo­
niendo éste demanda (con anotaci6n 
preventiva), tendrá lugar la reserva de 
puesto al vendedor o reinscripción a 
favo r de éste de la titularidad del objeto 
de la venta aplazada (con la resolución 
volvemos al origen, en caso de dominio, 
arl. 1120 c.c.). La demanda es tará suje­
ta a un plazo de caducidad de 180 días 
(conforme a los art. 45.2 y 48 L.H.). 

Ante el incumplimiento, se produce 
la resolución. La CONSIGNACIÓN es 
requi si to para proceder a la reinscrip- 105 
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ción en el Registro. Presupone éste que 
no exista cláusula penal (como la de 
caducidad, de la que más tarde hablare­
mos), y nace para cancelar derechos 
inscritos a favor de terceros. 

Peligro de abuso del vendedor, que 
puede unilateralmente no devolver la 
parte de precio ya pagada (cláusula de 
caducidad), en concepto de indemniza­
ción, perjudicando a terceros. 

El arto 175.6 del Reglamento Hipo­
tecario, le faculta para deducir determi­
nadas cuotas de lo recibido en determi­
nados casos y consignar el resto en es­
tablecimiento bancario o caja oficial. 

El peligro de abuso se siente princi­
palmente en la venta aplazada con pac­
to comisario, donde el vendedor puede 
facultativamente resolverla por incum­
plimiento. Habrá que actuar conforme 
al art. 175.6 R.H. porque en caso de 
existir cláusula penal, atenerse a lo dis­
puesto en el 1154 C.C. en cuanto a la 
facultad moderadora de los tribunales 
frente a este posi ble abuso, la Direc­
ción general de los Registros apunta 
como requisito previo a la inscripción 
en favor del vendedor, la consignación, 
ya existan o no terceros y sin deducir 
cantidad alguna en concepto de cláusu­
la penal. 

Autores como Izurzun afirman que: 

- requisito para la inscripción: noti­
ficación -estos documentos tienen 
_f.nAr::7.~ Jnar.A JlQnr.Al~t" .t:Adner.0 \.lQmAn " 

asiento de transmisión dominal poste­
riores a la resolución- título aportado 
por el vendedor, 

- consignación en establecimiento 
bancario o caja oficial, 

- precio no es devuelto si hay cláu­
sula penal. 

Otros como Roca Sastre, entienden 
que la consignación es igual a cancela­
ción de gravámenes o cargas posterio­
res a la resolución. 

R. Achados se muestra severo con 
el comprador que incumplió y estable­
ce para él cancelación automática de 
gravámenes; no así en caso de terceros. 
Incluso sólo establece para el primero 
posibil idad de ofrecimiento de pago y 
no de consignación. Entiende que ésta 
por parte del vendedor ha de realizarse 
"cuando haya algo que devolver", su­
puesto que no se cumple con la ex is­
tencia de la cláusula penal o cuando el 
comprador no paga ningún plazo. 

Es decir, parece que los autores se 
incl inan por entender que el vendedor 
puede deducir la cláusula penal de la 
consignación. 

¿La cláusula penal, es deducible o 
no de la consignación? Algunos opi­
nan que la consignación sólo debe ope­
rar a efectos de cancelar derechos de 
terceros inscritos posteriormente. 

Se advierte que hay espacio tempo­
ral entre resolución y reinscripción en 
el Registro, manteniéndose entre tanto 
titularidad en teoría ya resuelta, que es 
la del incumplidor. Es como si el Re­
gistro comprobara el cumplimiento de 
las obligaciones de los contratantes. 

Análisis del arto 175.6: - condición 
resolutoria inscrita antes de la venta; 

- se refiere a los terceros y adquie­
ren el dominio o derechos reales por 
compraventa a título oneroso; 

- debe de consignar; 

- se refiere a cancelación de cargas 
o gravámenes posteriores. La consig­
nación tiene por fundamento la crea­
ción de un fondo para que los terceros 
afectados por la cancelación queden 
compensados. No es su fundamento una 
subrogación real que supone la 
pervivencia de una relación, realmente 
extinguida por efecto de resolución. 

En la L.H. del 1861 se prohibió la 
hipoteca de bienes sujetos a condición 
resolutoria, salvo consentimiento del 
titular de la hipoteca y que la voluntad 



del hipotecante depende sólo del cum­
plimiento de la condición. Respondía 
ante el acreedor, ante el incumplimien­
to de su obligación: extinción del pacto 
comiserio. 

La admisión actual se debe a que el 
vendedor readquiere la cosa libre de 
cargas y de la existencia de fondo de 
una cantidad inmovili zada para los ter­
ceros afectados por el incumplimiento 
del comprador. Así se el imita el riesgo 
creado en la compraventa aplazada por 
la facultad dispositiva concedida al 
comprador y su incumplimiento. 

Problema de si son deducibles o no 
las cantidades de la cláusula penal del 
"quantium" restituible. Una forma de 
estar seguros de que la cláusula penal 
fue estipulada realmente por ambos 
contratantes y conociendo su alcance 
es cargar con su prueba al vendedor que 
deberá pedir judicialmente la recupera­
ción de la misma (pel igro de mutar esto 
en una posibilidad del comprador de 
renunciar a la consignación (análo­
gamente a la posibilidad de renunciar a 
la evicción arto 1477 c.c.). Esta posibi­
lidad es factible estando seguro el com­
prador de lo que supone la cláusula 
penal , de la cantidad deducible de la 
consignación y de los riesgos a los que 
se expone. Determinación de la canti­
dad exigible también podrá ser aplica­
da a estos terceros que adquieran con 
posterioridad. Esta determinación de la 
cantidad exigible pactada entre com­
prador y vendedor, afectará a terceros, 
requiriéndose su aceptación si dicho 
acuerdo fuera posterior a su existencia 
como tales. 

También pueden evitarse los abu­
sos procesales por la existencia de la 
cláusul a penal por renuncia "ex 
intervallo" (ejem.: rescisión por cesión 
ultra dimidium en Cataluña). 

Carácter abusivo pueden tener cier­
tas cláusulas que acompañan al pacto, 
que benefician al vendedor. Así, la de­
nominada cláusula de caducidad por la 
que el comprador que no cumpla con 
su prestación, perderá las cuotas ya pa-

gadas del precio aplazado. En Alema­
nia, se entienden nulas, lo que no obsta 
al pago por parte del comprador de una 
determinada cantidad por el uso de la 
cosa; en España, se entiende ésta como 
cláusula con función de pena conven­
cional (accesoria a la obligación prin­
cipal de pagar las cuotas tota les del 
precio aplazado que "estimula" a su 
cumplimiento) sometida a apreciación 
judicial (art. 1154 c.c.), teniendo pre­
sente que la obligación pri nci pal ha sido 
"parcialmente" incumplida (se han pa­
gado algunas cuotas del precio total 
aplazado). 

El problema del incumplim iento 
parcial de la obligación del comprador 
de abono del precio aplazado, se con­
templa en el ámbito de la venta de bie­
nes muebles a plazos por la ley 17-Vil-
65. En ella se prevé la facult ad del ven­
dedor para pedir la resolución del con­
trato (las paltes se restituirán las pre -
laciones, pero el vendedor podrá, en 
concepto de indemnización, deducir el 
10 por 100 de las cantidades ya cobra­
das más otra cantidad del desembolso 
inicial en concepto de depreciación co­
mercial de la cosa) o el abono de los 
plazos pendientes cuando faltaren los 
dos últimos o el último de los pactados 
para el pago del precio. 

En este pacto, el vendedor se "re­
serva" la propiedad de la cosa, tenien­
do el comprador su posesión. Por ello, 
el propietario está legitimado para in­
terponer acción de tercería de dominio 
cuando los acreedores del comprador 
traben embargo sobre la cosa para co­
brarse sus créditos. 

Como el precio aún no se ha abona­
do totalmente, la cosa sigue siendo de 
propiedad del vendedor, no del com­
prador (en virtud del pacto, la tradición 
no transmite la propiedad al compra­
dor, sólo su posesión). Este será pro­
pietario cuando cumpla u obligación y 
pague el precio convenido. 

Para proteger la buena fe de los 
acreedores, pues, sólo "aparenlemen­
te" puede parecer que el comprador es 
verdadero propietario, se requerirá pu- 107 
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blicidad del pacto y de su fecha que 
asegure que el precio todavía no ha sido 
satisfecho por completo en los plazos 
convenidos. La STS 28-11-86, contem­
pla el caso de embargo practicado por 
la Magistratura n.Q 1 de Zaragoza por 
deudas de Salvador R.B. a la seguridad 
social. El em bargo se practicó sobre 
bien afectado por el pacto de reserva de 
dominio añadidxo a una compraventa, 
siendo Salvador R.B. el comprador, y 
no habiendo éste pagado el precio total 
estipulado. Legitimados estaban los 
cesionarios a ejercer la tercería de do­
minio contra el embargante. El vende­
dor había cedido sus derechos a varios 
ces ionaríos. Al estar la compraventa de 
cosa mueble (en este caso, una máqui­
na Slotter) pendiente de pago, la pro­
piedad la tenían los cesionarios (ven­
dedor) y no el comprador (deudor). Se 
estimó que procedía el embargo, recha­
zando los motivos de la parte deman­
dada (primer motivo: infracción de la 
ley - pero no se entiende por tal el art. 
1692 de la Ley Adjetiva Civil); segun­
do motivo: supuestos de otras senten­
cias - pero eran distintos al presente). 

Con re specto a los terceros 
subadquirentes, el pacto no surte efec­
tos. Se protege a los terceros adquirentes 
a títu lo oneroso y de buena fe, por 
reventa mercantil. Distinto sería que su 
adquisición fuera a título gratuito, es­
tando tercero y comprador de acuerdo 
en el fraude. 

11. PROHIBICIÓN DE LA 
USURA Y DEL PACTO 
COMISORIO DE LOS 
ARTÍCULOS 1859 Y 1884 
C.C. 

E[ pacto de reserva de dominio, ga­
rantiza el pago del precio al vendedor. 
Así tambi én otro como el pacto 
comisorio. En 'ocasiones, la compra­
venta con pacto de reserva de dominio 
puede envol ver un préstamos disfraza­
do, que puede ser usurario. Se plantea 
el problema de averiguar si esta cons­
trucción es: 

- negocio fiduciario 

- negocio simulado 

- negocio fraudulento (puede in­
fringir la ley de Azcárate que persigue 
la usura). 

Por otro lado se plantea en las ven­
tas en garantía (es decir, aquellas en 
que la propia venta funciona como ga­
rantía de devolución de su crédito -
"préstamo disfrazado"-), la posible in­
fracción de la prohibición del pacto 
comisorio (art. 1859, 1878 c.c.) . Puede 
entonces ser negocio fraudulento cuan­
do intente darse "un rodeo a la ley", es 
decir, evitar la prohibición del pacto 
comisorio. 

Vamos a ver el primer problema. 

La venta con pacto de reserva de 
dominio puede actuar con función de 
garantía de la devolución del préstamo. 
Esta construcción puede ser válida si la 
entendemos como negocio fiduciario. 
La jurisprudencia admite su validez y 
eficacia siempre que tenga causa lícita; 
no debe envolver un fraude a la ley (se­
ría el caso de utilizar la venta con pacto 
de reserva de dominio como "rodeo" a 
la prohi bición de la reserva recogida en 
la ley de Azcárate de 1908). 

El negocio fiduciario es aquél con 
causa única (de garantía) y producto de 
la combinación de dos negocios. Roca 
Sastre entendía como positivo el nego­
cio de disposición por el que el 
fiduciante trasmite la propiedad de la 
cosa o derecho al fi duciario; y como 
negativo un negocio obligacional, por 
el que el fiduciario, sujeto al "pactum 
fiduciare", se obliga a actuar como co­
misionista, mandante, depositario, y a 
transmitir al fiduciante la propiedad de 
lo adquirido, una vez cumplido el fm 
buscado por las partes, y entre tanto a 
conservar, custodiar, retener. 

Roca Sastre lo define como "nego­
cio jurídico de disposición más pacto 
por el que el adquirente asume obliga­
ción de actuar de tal modo que no mer­
me el fin perseguido por las partes". 



Seguimos la teoría del doble efecto: 
efecto real - efecto personal de ambos 
contratos (de disposición y obliga­
cional), independientes pero yuxta­
puestos. 

El negocio fiduciario puede adoptar 
la fonna de fiducia "cum ami ca" y "cum 
creditore". Aquí nos interesa esta últi­
ma, concluida en provecho del fiducia­
rio o adquirente. Con esta figura se 
rompe la confianza, base del negocio 
fiduciario, en el sentido de que éste por 

lo general se concluye en interés del 
fiduciante o tercero beneftciado (fudu­
cia "cum am ico"). 

En la [ lducia "cum credi tore", nos 
encontramos con un único negocio, que 
utiliza la venta como medio para con­
segui r un fin: la garantía. 

Así, el fiduciante transmite la pro­
piedad de una cosa al difuciario, ac­
tuando ésta como garantía de la devo­
lución de un prés tamo. 

Venta con pacto de reserva de dominio 

V 

fiduciario 
(propiedad FORMAL: 
frente a terceros. Necesidad 
de proteger a los terceros 
de buena fe e inscritos) 

préstamo acreedor 

Efectivamente, en nuestro caso nos 
encontraríamos con la siguiente estruc­
tura: 

El comprador, en virtud del pacto 
de reserva de dominio, sólo tiene la po· 
sesión de la cosa objeto de la venta; el 
vendedor se reserva el dominio hasta 
que el primero le satisfaga el precio to­
tal. Esto a efectos externos, porque el 
comprador es realmente propietario de 
la cosa, y a la vez deudor de un crédito 
prestado por el vendedor, prestatario o 
acreedor. Para garantizarle su devolu­
ción, utiliza la venta con pacto de re­
serva de dominio a tal fin. Si paga el 
"precio total aplazado" (que general­
mente coincidirá con el crédito más los 
intereses) , "adquirirá la propiedad de la 
cosa de la que sólo es poseedor" (real­
mente seguirá siendo propietario, ha­
biendo cumplido con el pago del crédi­
to, llevando a buen ténnino el fin de 
garantía de la compraventa), si no paga, 
se "resolverá la venta" (realmente, el, a 
efectos externos, vendedor, se conver­
tirá en verdadero propietario, real y no 
[oonal, de la cosa). 

C 

flduciante 
(propiedad REAL) 
Si no paga el "precio aplazado" 
de la venta, el vendedor 
"seguirá siendo propietario" 
y se "resolverá la venta". 
(efectos externos). 

deudor 

Regelsberger observó que la natu­
raleza jurídica del negocio fiduciario 
supone que "las partes eligen para su 
fi n práctico un negocio jurídico cuyos 
efectos exceden de aquel fm", como es 
en nuestro caso en el que una deuda se 
garantiza con la transmisión de la pro­
piedad de una cosa. 

Hemos rucho que por este negocio 
positivo o de disposición, el fiduciante 
transmitía la propiedad al fiduciario 
(que en virtud de pacto interno entre 
ell os, se obligaba a restituirla una vez 
cumplido el fin pretendido por las par­
tes o la obligación asegurada -devolu­
ción del préstamo-). 

'El vendedor es propietario frente a 
terceros, "erga omnes". El comprador 
sólo poseedor pues no ha cumplido con 
su obligación de pagar el precio total 
aplazado (efectos externos). El contra­
to real o positivo es independü,nte del 
negativo u obligacional, pero ambos se 
dirigen a un solo fin: la garantra. El 
fiduciario sometido como el fiduciante 
al pactum fiduciae (verdadero lúni- 109 
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te intrínseco para las partes), si lo con­
trav iene, resis tiéndose a la ulterior 
tran misión de la propiedad a éste, de­
berá re tiruiIla (devolución "in natura"), 
o si ello es imposible, indemnizar da­
ños y perjuicios (devolución en equi­
valente). 

¿Por qué no puede entenderse que 
esta estructura es negocio simulado? 

Porque las panes QUIEREN esta 
convención compleja fomlada por dos 
contratos independientes pero yuxta­
puestos cuyo [ln único es la garantía. 
El negocio fiduciario está amparado en 
el art. 1255 C.C. , dentro de la libertad de 
contratación. La prueba de este nego­
cio se dirigirá a la búsqueda de la inter­
pretación de las partes (por medio de 
las reglas de interpretación) y a la cali­
ficación del negocio según su naturale­
za. Se ha entendido que no hay simula­
ción absoluta cuando a la escritura pú­
blica que formaliza el contrato de dis­
posición se una un documento que la 
modifique, pues éste lo que hace es fi­
jar sus términos, complementarla. 

¿ Qué ocurriría si la venta con pacto 
de reserva de dominio envolviera un 
préstamo disfrazado que tuviera el ca­
rácter de usurario? Estaríamos en el 
caso de un negocio fraudulento en el 
que utilizando el "disfraz" de la com­
praventa más pacto lícito, se estaría 
dando un rodeo a la ley. La ley prohibe 
la reserva. El fraude a la ley viene reco­
gido en el art. 6.4 C.c. Así, pues, la ley 
de Azcárate de 23·YII-1908, tendrá su 
debida aplicación. 

Los préstamos disfrazado o disimu­
lados, como opina Albaladejo, se reco­
gen en el arto I de esta ley y no en el 9 
como algunos opinan. 

Art. 1: "son nulos: 1.2: Los présta­
mos en que se estipula un interés supe­
rior al normal. del dinero y manifiesta­
mente desproporcionado con las cir­
cunstancias del caso o en condiciones 
tales que resulten leoninos, habiendo 
motivo para estimar que han sido adop· 
tados por el prestatario a causa de su 

situación angustiva, de su inexperiencia, 
o de lo limitado de sus facu ltades men­
tales. 

2 . ~ : Los contratos en que se supon­
ga recibida mayor cantidad que la ver­
daderamente entregada, cualesquiera 
sean su entidad y circunstancias". 

Este artículo primero ha dado lugar 
a una jurisprudencia abundante y vaci­
lante. Parece que el Tribunal Supremo 
se decante por la postura tradicional, 
que entendía que éste englobaba los 
supuestos de préstamos usurarios: 

- préstamos con interés superior al 
normal del dinero y desproporcionados 
al caso concreto según el Reglamento 
vigente de las Casas de Préstamos y 
establecimientos simi lares de 12-IY-
1909, el interés máximo a cobrar es del 
12 por 100 anual de lo prestado). 

- préstamos que por sus condicio­
nes abusivas hayan de suponer que el 
prestatario las adoptó por u situación 
angustiva, inexperiencia o limitado por 
sus fac ultades mentales. 

- préstamos en los que se reciba 
mayor cantidad que la entregada. 

Según esta postura, simplemente con 
la existencia de un interés superior al 
nonnal, ya se considera que el prés­
tamo e usurario. En cambio, otra co­
rriente jurisprudencial entendía que el 
arl. 1 recogía dos supuestos coinciden­
tes en sus números uno y dos. El requi· 
sito para apreciar el préstamo usurario 
en el n. Q 2 era la suma prestada. En el 
resto, el interés superior al normal , 
condiciones angustiosas, de deficien­
cia mental y leoninas. Entendía que en 
el caso del n. Q 1, se podía pensar que a 
pesar de todo, el prestatario consintió 
voluntariamente, por lo que no se apre­
ciaría la nulidad del préstamo. Esto 
evidentemente menoscaba la eficacia de 
la ley y su fm: pugna contra la usura. 

Esta ley se aplica tanto a contratos 
civiles como mercantiles (con fin de 
lucro, no es igual a libertad sin límites). 



La ley prevé una acción de nulidad 
en favor del contratante perjudicado (no 
entendida esta acción como ejercitable 
por todos los ciudadanos) y en contratos 
pendientes de extinción o de total 
cumplimiento. 

Su nulidad no es convalidable sino 
absoluta , radical. Todo prés tamo 
usurario que va contra ley, es nulo. 

La declaración de nulidad supone 
que el prestatario sólo abonará el im­
porte del crédito recibido exento de in­
terés usurarios; el prestamista de la 
cantidad ya recibida (parte del crédito 
total), devolverá lo que exceda por ser 
usurario. 

Además la ley prevé para el presta­
mista sanciones disciplinarias, penales 
e imposición de costas (orden procesal). 

Otro problema, ya apuntado, que 
pueden plantear las ventas en garantía 
como la venta con pacto de reserva de 
dominio, que envuelve un préstamo, es 
que puedan infringir prohibición del 
pacto comisario que se recoge en los 
art. 1854 para la prenda e hipoteca y 
aJ't. 1884 para la anticresis. 

Así pues las opciones en garantía y 
ventas en garantía, son vías de elusión 
de una norma imperativa y de orden 
público (el acreedor no puede apro­
piarse de las cosas dadas en prenda). 
Lo hecho contra ella es nulo con nuli­
dad absoluta. 

Los arto 1859-1884 C.C., ambos re­
cogen la prohibición al pacto comisario, 
pacto distinto al recogido en el arto 1504, 
y que prohibe al acreedor la fac ultad de 
adquirir para sí como bien del deudor 
que ha incumplido su obligación. De 
esto es excepción el art. 1504. A efec­
tos de incumplimiento, ya sabemos que 
la cláusula resolutoria del 1504, se 
aplica al pacto de reserva de dominio. 

Las figuras que contemplan el 1859 
- 1884 Y 1504 son distintas. 

Punto en común: ser remedio ante 
un incumplimiento pero sus fines son 
distintos. 

Diferenci a: en el pacto comisario del 
1859, no coincide con la idea de reso­
lución que supondría devolver la cosa 
al deudor con lo que, ¿cómo hablar de 
garantía?, se quiere evitar con el pacto 
una desproporción entre la obligación 
del deudor que la ha incumplido y el 
bien dado éste en garantía. 

El pacto prohibido lleva a prohibi­
ción de realización de la garantía. 

Hablemos de la prohibición general 
del comiso. Supuestos en los que se 
aplica la prohibición principalmente: 
opciones y ventas en garantía (compra­
venta con pacto de reserva de domi­
nio). 

Supuestos previstos en el c.e.: ga­
rantíareal (sobre inmuebles o muebles) 
con o sin desplazamientos de la pose­
sión. El arto 1859 (para la hipoteca se 
prohibe el pacto comisorio) y también 
para la anticresis (art. l884). También 
en otros supuestos recogidos especí­
ficamente por normas imperativas la 
prohibición del pacto evita el fraude al 
que se podía llegar, sometiéndose el 
deudor en manos del acreedor, tenien­
do que aceptar una valoración infer ior 
a la real de sus bienes dados en garan­
tía, para conseguir más plazo en su cré­
dito. 

¿Qué inconvenientes pueden tener 
los contratos de garantía real, -hipote­
ca, prenda y anticresis-, para buscar vías 
de elusión pacto comisorio? 

Estos contratos garantía, tienen por 
objeto afectar una cosa o valor al cum­
plimiento de una obligación principal, 
constituyendo sobre él un derecho real 
accesorio de la obligación asegurada (en 
hi hipoteca aunque puede ésta derivar 
de un negocio jurídico cualquiera, ge­
neralmente, derivará de un contrato de 
préstamo; en el contrato de prenda, 
igualmente, su accesoriedad podrá ser 
respecto a cualquier acto jurídico del 
que se deriven obligaciones). 

Por medio de la opción en garantía 
o venta en garantía (admitidos por el 111 



112 

Tribunal Supremo como- lLcito por el 
l255, bajo la constnlcción de negocios 
fiduciarios, el fiduciario puede adquirir 
la propiedad de la cosa entregada en 
garan tía, sin constituir Un derecho real 
de garantía, ni enfrentarse al problema 
de los "subasteros" (la real ización del 
valor si el deudor no paga la pactado). 
La Dirección General de los Registros, 
lo que prohibe el pacto comisario de 
los arto l839 - 1884, es adquisición de 
lo dado en garantía de un modo prohi­
bido. 

La mayoría de los supuestos en que 
se contempla el pacto (oculto para con­
seguir la inscripción registral sin pro­
blema ) es en las opciones de venta en 
garantía y ventas en garantía, la propia 
venta actúa como tal. Para combatir 
esto , existe un Registro de inmuebles 
que recoge derechos pendientes de rea­
li zación. 

No conviene por perseguir el pacto, 
acabar con la función de garantía que 
cumplen determinados bienes: como 
establece el arto 1884, el acreedor po­
drá pedir el pago de la deuda o venta 
del inmueble (garantía) en las fonnas 
previstas en la L.c.c. Por ello, hay al­
gunos que entienden que debe ser in­
terp re tado f lex iblemente el pac to 
comisorio para no impedir el crédito. 

El Tribunal Supremo dice que la 
opción y venta en garantia (entendida 
como fiducia "cum creditore") están 
englobadas en el arto 1255 Y no impli­
can oposición a nOffi1as imperativas o 

prohibitivas (art. 6.3 c.c.). Son licitas y 
no se oponen al pacto comisario. 

La Dirección General de los Regis­
tros da interpretac ión extensiva a la 
prohibición, intentando combatir toda 
venta que pueda envolver un pacto 
comisorio. Empero el Tri bunal Supre­
mo viene entendiendo que debe distin­
guirse lo que es convenir una venta, del 
pacto comisorio. 

Puig Brutau señala que existe peli­
gro de no fijarse en la existencia de 
pactos comisorios disimulados bajo 

compraventas. Los tribunales pueden 
combatir esto, examinando la naturaleza 
de las relaciones jurídicas; la Dirección 
acudiendo a los actos inscritos y a su 
función de garantía o atribución patri ­
monial o de ambas cosas. 

Sistema que propone para evitar el 
incumplimiento del pacto comisario es 
dar valor a la cosa, deslindando las fun­
ciones de garantía o de atribución pa­
trimonial que cumple. 

Propone el autor el siguiente crite­
rio quedándose en la CAUSA: 

- si ex iste atribución patrimonial 
más garantía: 

a) ver si la transmisión patrimonial 
se produjo por incumpli miento del 
deudor que no pagó su deuda: habrá 
comiso. 

b) impago de la deuda fonna presu­
puesto de la venta; no hay comiso. 

Convenir una' venta es dis tinto al 
pacto comisario. 

- si no existe tal atribución, no hay 
comiso, evidentemente. 

Alude a criterios interpretati vos 
(como la regla subsidiaria del 1289.2 
c.c.). También alude a la voluntad ver­
dadera de las partes: en ocasione el 
objeto de la venta se ve como garantía, 
no se quiere la transmisión patrimonial. 

La tase aé eJecucloh oé la gammlá 
plantea el problema del comiso. 

Parece que habrá que fijarse en la 
"causa fiduciae" (fm de garantía del 
negocio fiduciario). 

La garantía puede actuar como de­
recho de retención con limitada efica­
cia real del fiduciante; en el arto 1858, 
para la prenda e hipoteca, pero las par­
tes pueden pactar junto al derecho de 
retención, la realización del valor que 
actuará como consolidación patrimonial 
"ipso ¡ure", 



Así debe entenderse la prohibición 
del comiso y de ahí al encontrar proce­
dimiento lícitos de realización del va­
lor. El pacto, por tanlo, no envuelve 
prohibici~n al contrato, sino a la reali­
zación automática del derecho adquiri­
do. 

En el c.c. se prevén como procedi­
mientos de realización del valor en la 
venta en garantía: arto 1872 (cabe pacto 
por el carácter imperativo del arto 234 
Registro Hipotecario) y 1884.2, a falta 
de pago. 

Puede también escogerse un proce­
dimiento objetivo de valoración que 
elude el judicial , con conscmimiento del 
deudor se otorgue escritura de venia , 
que no tiene por qué entenderse vicia­
do. Se diferencia la apropiación inde­
bida de la cosa hipotecada, a fa lta de 
pago de un préstamo, de que el deudor 
haga promesa de venia al acreedor. El 
deudor, puede vender al primero. In­
clu o, poniendo por precio de la venta 
la cuantía de la deuda hipotecada, esta 
venta es vál ida. Este procedimiento ob­
jetivo NO implica APROPIACIÓN 

LNDEBTDA que e lo prohibido por el 
pacto comisorio. 

Ejemplo de procedimiento objetivo 
de fijación del valor de I3s cosas son: 
arto 1448 (fijación del mismo en rela­
ción a detemninado día, feri a o merca­
do), acciones cotizables, viviendas de 
protección oficial, intervención de pe­
ri tos. Esta valoración puede realizar e 
anticipadamente (porque riesgo y be­
neficios recaen sobre quien se queda 
con la cosa) como en e l momento de 
reali zación de la garantía. 
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